
SUMARIO: 1. Una novedad en la ley concursal: el procedimiento especial para microempresas;
1.1. La microempresa y su consideración concursal; 1.2. La situación de insolvencia de la em-
presa como punto de partida: sobre la inclusión o exclusión de las microempresas sin masa. –
2. Procedimiento de continuación de la empresa; 2.1. El plan de continuación y la paralización
de ejecuciones sobre bienes y derechos del deudor. La continuidad de los contratos de trabajo
y la obligación de hallarse al corriente en las cuotas de la Seguridad Social; 2.2. La digitalización
de todo el procedimiento especial: información síncrona de cualquier actuación a la Seguridad
Social. –3. Procedimiento de liquidación de la empresa, con o sin transmisión de la empresa en
funcionamiento; 3.1. La liquidación de la microempresa sin transmisión de la misma; 3.2. La li-
quidación con transmisión de empresa en funcionamiento y, por tanto, con continuidad de las
relaciones laborales. –Bibliografía citada.

RESUMEN

En el proceso de adaptación de la normativa concursal a la legislación europea, la micro-
empresa ha adquirido un régimen particular de regulación con un procedimiento especial. Des-
tinado a facilitar y agilizar los trámites, ya en su práctica totalidad electrónicos, el procedimiento
prioriza la continuidad de la empresa, ya sea con un plan de continuación o a través de la liqui-
dación, pero con transmisión empresarial o de la unidad productiva. En ambos casos, fijando
planes de consecución realista y preservando algunos créditos para que no puedan ser objeto
de transacción entre deudor y acreedores. Aun cuando se producen algunas remisiones al con-
curso o al preconcurso, este procedimiento proclama su autonomía y potencia que la microem-
presa pueda exhibir sus activos y negociar su pasivo en plataformas digitales especializadas y
con un soporte electrónico en todo el proceso, ciertamente novedoso. En su desarrollo, los cré-
ditos laborales y de Seguridad Social no se encuentran particularmente desprotegidos si bien
la intervención de los representantes de los trabajadores no resulta determinante.

ABSTRACT

In the process of adapting the insolvency regulations to European legislation, the microen-
terprise has acquired a particular regulatory regime with a special procedure. Aimed at facilitating
and speeding up the procedures, now almost entirely electronic, the procedure prioritizes the
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continuity of the company either with a continuation plan or through liquidation, but with the trans-
fer of the business or of the productive unit. In both cases, setting realistic achievement plans
and preserving some credits so that they cannot be the subject of a transaction between debtor
and creditors. Although there are some referrals to bankruptcy or pre-bankruptcy proceedings,
this procedure proclaims its autonomy and allows the microenterprise to display its assets and
negotiate its liabilities on specialized digital platforms and with electronic support throughout the
process, certainly novel. In its development, labor and Social Security claims are not particularly
unprotected, although the intervention of workers’ representatives is not so decisive.
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1. UNA NOVEDAD EN LA LEY CONCURSAL: EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA MICRO-
EMPRESAS

1.1. La microempresa y su consideración concursal

1. La microempresa no constituye un elemento nuclear de las operaciones concursales, pre-
vistas para medianas y, especialmente, para grandes empresas, pero sí ha sido incorporada
como un «Libro» nuevo en la Ley Concursal [Libro Tercero del Real Decreto Legislativo 1/2020,
5 de mayo, BOE, 7 por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Concursal, en adelante
TRLC] en la reforma operada en 2022 para su adaptación a la normativa europea [Ley 16/2022,
5 de septiembre, BOE, 6]. Quizá porque los acuerdos de pago extrajudiciales no han obtenido
el éxito esperado y, tal vez, porque el procedimiento concursal resultaba excesivamente oneroso
para una empresa pequeña, los artículos 685 a 720 TRLC recogen ahora un procedimiento es-
pecial para la microempresa. Se rompe así la consideración concursal única de la empresa
pues, a partir de ahora, la microempresa tendrá su propio —y quizá único— procedimiento. A
priori, la inclusión de un «Libro» concreto para la regulación de la insolvencia de la microempresa
en el texto concursal supone la existencia de un régimen jurídico «aislado» —sin intervención,
salvo excepciones, del Libro Primero (concurso) o del Libro Segundo (preconcurso), ex artículo
1.2. TRLC—1. Un régimen propio, con entidad aplicativa suficiente e incluso distinta —se com-
probará con relación a la transmisión de empresas—, cuya autonomía no siempre puede ser
defendida por la general remisión que contienen algunos de sus preceptos2. 

Aunque, quizá, habría que aludir a varios procedimientos —modalidades— especiales por
cuanto la regulación contempla la posibilidad de optar entre un procedimiento de continuidad
con un plan, un procedimiento de liquidación con transmisión de empresa en funcionamiento o
un procedimiento liquidatorio sin transmisión empresarial3. Así, el régimen del procedimiento
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1 Una inicial aproximación de este análisis en LÓPEZ CUMBRE, L., «Microempresas en concurso», Briefs de la
AEDTSS, junio, 2023. 
2 Vid. SANJUÁN Y MUÑOZ, E., Reestructuración y liquidación de microempresas en crisis. El procedimiento es-
pecial para microempresas y su régimen transitorio, Valencia, Tirant lo Blanch, 2022. Y, con una perspectiva ge-
neral, FLORES SEGURA, M., «El procedimiento de insolvencia especial para microempresas: una visión general»,
Diario La Ley, 2022, núm. 10169, pp. 1-10 y TIRADO, I., «El procedimiento especial para microempresas. Una
consideración inicial», Revista General de Insolvencias & Reestructuraciones, 2021, núm. 3, pp. 211-253.
3 Vid., por su especialización, CANO MARCO, F., Manual práctico de Derecho Laboral Concursal, Madrid, La Ley
Wolters Kluwer, 2023.

DL entera 130_Maquetación 1  02/01/24  19:19  Página 86



especial contempla una serie de reglas comunes en el Título I (artículos 685 a 696 TRLC), la
regulación del procedimiento de continuación en el Título II (artículos 697 a 704 TRLC) y el pro-
cedimiento de liquidación en el Título III (artículos 705 a 720 TRLC). En todo caso, se trata de
un procedimiento judicial que se tramitará ante el juez competente en caso de concurso de acre-
edores, y que persigue simplificar, acelerar y flexibilizar de los trámites propios del proceso con-
cursal ordinario. De hecho, y a diferencia de este último, el procedimiento especial para
microempresas es básicamente electrónico, con formularios, actuaciones procesales e incluso
una intervención judicial sustentada en las grabaciones y en pronunciamientos in voce del juez
competente, con obligación de dispensar toda la documentación de forma síncrona tanto a la
Administración Tributaria como a la Tesorería General de la Seguridad Social, a través de los
servicios de interconexión e intercambio de datos desde la Administración de Justicia a la sede
electrónica de dichos organismos, de acuerdo con lo dispuesto en artículo 687 TRLC.

2. A diferencia de otras acepciones, aquí el concepto de microempresa se halla tasado y
con una formulación muy precisa recogida en el artículo 685.1 TRLC. Se trata de empresas que
han debido emplear durante el año anterior a la solicitud una media de diez trabajadores o que
el número de horas de trabajo realizadas por el conjunto de la plantilla sea igual o inferior al
que habría correspondido a menos de diez trabajadores a tiempo completo. Asimismo, y con
carácter cumulativo, deberán tener un volumen de negocio anual inferior a setecientos mil euros
o un pasivo inferior a trescientos cincuenta mil euros según las últimas cuentas cerradas en el
ejercicio anterior a la presentación de la solicitud. 

En el supuesto de que la microempresa formase parte de un grupo, estos criterios se com-
putarán en base consolidada. Eso significa que la cuantía de los setecientos mil euros de volu-
men de negocio o los trescientos cincuenta mil euros de pasivo exigidas deberán valorarse
considerando la consolidación del grupo, resultando difícil en la práctica que la microempresa
no supere dichos límites en tal caso. No obstante, y pese a la dificultad descrita, se permite
acudir a este procedimiento especial, algo que no se contempla en el artículo 682.2 TRLC
cuando, en el ámbito preconcursal de la reestructuración, excluye del régimen especial previsto
en dicho precepto —un régimen especial establecido para personas naturales o jurídicas con
actividad empresarial o profesional con un número medio de trabajadores contratados durante
el ejercicio anterior no superior a cuarenta y nueve trabajadores y con un volumen anual de ne-
gocios o balance general anual no superior a diez millones de euros— a toda sociedad que per-
tenezca a un grupo obligado a consolidar —como también excluye a la microempresa que esté
sometida a las reglas del Libro Tercero que aquí se analiza—. 

En la actualidad se negocia una futura Directiva para armonizar determinados aspectos de
la legislación en materia de insolvencia (Propuesta de Directiva 702/2022, de 7 de diciembre)4.
En esa discusión, la regulación de la microempresa se ha convertido en un escollo. En parte
porque algunos Estados miembros se niegan a que exista un procedimiento especial para este
tipo de empresa, limitando su regulación únicamente a un procedimiento de liquidación, sin con-
siderar plan de continuación alguno, lo que modificaría radicalmente el esquema vigente en
nuestro ordenamiento. Pero, por otro lado, porque la definición de la microempresa no abarcaría
la que recoge nuestro ordenamiento sino la que figura en la Recomendación de la Comisión de
6 de mayo de 2003, DOUE, 20, sobre definición de microempresas, pequeñas y medianas em-
presas y que describe en su artículo 2 como microempresa, dentro de la categoría de pequeña
y mediana empresa o pyme, a aquella empresa con un volumen de negocios anual o un balance
general anual no superior a los dos millones de euros, también con menos de diez trabajadores.
Una definición inicialmente admitida pero luego rechazada en la tramitación parlamentaria de
la ley concursal. La actual, como puede comprobarse, es mucho más restrictiva y deja fuera de
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4 FLORES SEGURA, M., «La Propuesta de Directiva para armonizar ciertos aspectos del Derecho de la insolven-
cia», Anuario de Derecho Concursal, núm. 59, 2023, pp. 199-226.
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este procedimiento a múltiples empresas de estructura sencilla que deberán acudir a las reglas
del concurso o del preconcurso, no sin dificultad5. 

3. Por lo demás, este procedimiento especial se extiende tanto a deudores persona física
como persona jurídica si bien deberán llevar a cabo «una actividad empresarial o profesional».
Lo que significa que no cabrá aplicar este procedimiento cuando se trate de personas físicas
que no sean empresarios o profesionales, en cuyo caso deberá acudirse a las reglas propias
del concurso o del preconcurso. 

No se distingue, sin embargo, entre actividad pública o privada, aunque, por aplicación del
artículo 1.3 TRLC —«las entidades que integran la organización territorial del Estado, los orga-
nismos públicos y demás entes de derecho público no podrán ser declarados en concurso»—
habría que descartar a los organismos y entidades públicas aun cuando no resulte del todo
claro si quedan asimismo excluidas las sociedades y fundaciones públicas. Si se atiende a la
definición de sector público contenida en el artículo 2.1 de la Ley General Presupuestaria, con-
forman el sector público la Administración General del Estado y el sector público institucional
estatal, estando integrado este último por los organismos públicos vinculados o dependientes
de la Administración General del Estado —entidades públicas empresariales, organismos autó-
nomos y agencias estatales—, las autoridades administrativas independientes, las sociedades
mercantiles estatales, los consorcios adscritos a la Administración General del Estado, las fun-
daciones del sector público adscritas a la Administración General del Estado, los fondos sin per-
sonalidad jurídica, las universidades públicas no transferidas, las entidades gestoras, servicios
comunes y las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social en su función pública de colabo-
ración en la gestión de la Seguridad Social, así como sus centros mancomunados y cualquier
organismo y entidad de derecho público vinculado o dependiente de la Administración General
del Estado. Quizá teniendo en cuenta la previsión que efectúa el artículo 580 TRLC en relación
a la legitimación para presentar propuesta de conviene en sede concursal, debería considerarse
que la exclusión afecta a todo el sector público. No en vano, en aquella referencia se estima
que, en los concursos de empresas concesionarias de obras y servicios públicos o contratistas
de las Administraciones Públicas, además de los legitimados con carácter general para presen-
tar propuesta de convenio, podrán presentarla las citadas Administraciones, incluidos los orga-
nismos, entidades y sociedades mercantiles vinculadas o dependientes de ellas, aunque no
sean acreedores, en las mismas condiciones de tiempo, forma y contenido establecidas en la
normativa concursal. 

4. En cualquier caso, la microempresa que acuda a este procedimiento especial deberá ha-
llarse en activo, sin haber cesado en su actividad.  En este sentido se pronuncia, por ejemplo,
el Acuerdo número 2 de 26 de abril de 2023 del Tribunal de Instancia Mercantil de Málaga (Juz-
gados números 1, 2 y 3) que, en aras de unificar criterios, entiende que la redacción del artículo
685.1 TRLC no ofrece duda alguna al exigir como requisito para admitir este tipo de procedi-
mientos de insolvencia para la microempresa el que los empresarios (personas físicas o jurídi-
cas) deban estar desarrollando una actividad empresarial o profesional en el momento de la
solicitud —«deudores que sean personas naturales o jurídicas que lleven a cabo una actividad
empresarial o profesional»—. En consecuencia, no se admitirán a trámite aquellos supuestos
«en los que se haya producido un cese de la actividad anterior al momento de la solicitud» ya
que, de ser así, la vía adecuada será la del concurso ordinario y no este procedimiento especial. 

Finalmente, conviene advertir en esta aproximación preliminar que este procedimiento es-
pecial para microempresas afectará a la totalidad de los bienes y derechos integrados en el pa-
trimonio del deudor en la fecha de apertura del procedimiento y los que se reintegren en el
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5 Sobre las dudas que genera este procedimiento y entre otros, FACHAL NOGUER, N., «¿Y si no es técnicamente
posible acudir al procedimiento de microempresas?», La Ley Insolvencia, núm. 17, 2023, pp.1-10 y TIRADO, I.,
«El procedimiento especial para micropymes en el Texto Refundido: ¿una oportunidad perdida?», Revista General
de Insolvencias y Reestructuraciones, núm.7, 2022, pp. 237-279.
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mismo o se adquieran durante el procedimiento, con excepción, en su caso, de los bienes y de-
rechos legalmente inembargables. Porque este procedimiento afectará a todos los acreedores
del deudor, con independencia del origen y naturaleza de la deuda.

1.2. La situación de insolvencia de la empresa como punto de partida: sobre la inclu-
sión o exclusión de las microempresas sin masa

1. Este procedimiento especial será aplicable a aquellas microempresas que se encuentren
en probabilidad de insolvencia, en estado de insolvencia inminente o en insolvencia actual, ex
artículo 686.1 TRLC. La insolvencia actual supone, según indica el artículo 2.3 TRLC, que el
deudor no pueda cumplir regularmente sus obligaciones exigibles mientras que, en la insolvencia
inminente, el deudor prevé que dentro de los tres meses siguientes no podrá cumplir regular y
puntualmente sus obligaciones. Mayor dificultad entraña la definición de la probabilidad de in-
solvencia, no recogida expresamente en cuanto a su aplicación en este procedimiento. Sí se
define, sin embargo, en el ámbito preconcursal de la reestructuración, cuando el artículo 584
TRLC establece que «existe probabilidad de insolvencia cuando sea objetivamente previsible
que, de no alcanzarse un plan de reestructuración, el deudor no podrá cumplir regularmente sus
obligaciones que venzan en los próximos dos años» pero, en principio, se trata de un concepto
aplicable sólo al ámbito en el que se define, el del plan de reestructuración, y no del todo preciso6. 

En tanto no existe una remisión expresa del artículo 686.1 TRLC al artículo 584 TRLC des-
crito debería rechazarse la aplicación para la microempresa de este concepto. Salvo que se en-
tienda que, puesto que el procedimiento especial recogido para la microempresa dispone de
una regla subsidiaria de aplicación supletoria en el artículo 689.1 TRLC «se aplicará supletoria-
mente al procedimiento especial para microempresas lo establecido en los libros primero y se-
gundo, con las adaptaciones que resulten precisas para acomodar los principios que presiden
este procedimiento especial y las reglas que integran este libro tercero», procedería aceptar
que la definición sobre la probabilidad de insolvencia aplicable a la microempresa no es otra
que la contenida en el artículo 584 TRLC para los supuestos de reestructuración7. En cualquier
caso, el punto de partida claro es que, para que se aplique este procedimiento, tiene que existir
una situación de insolvencia o probabilidad de la misma y, por ende, dificultades económicas
reales y probadas, no pudiendo recurrir a este procedimiento en caso contrario por muchos des-
ajustes empresariales que se puedan derivar del riesgo implícito a la actividad empresarial.

2. Con todo, el deudor tiene el deber legal de solicitar la apertura del procedimiento especial
dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que hubiere conocido o debido conocer el es-
tado de insolvencia actual, ex artículo 686.2 TRLC. Salvo prueba en contrario, se presumirá
que el deudor ha conocido que se encuentra en estado de insolvencia actual cuando hubiera
acaecido alguno de los hechos que pueden servir de fundamento a una solicitud de cualquier
otro legitimado. Con alguna regla especial. Y, así, si se tratara de un procedimiento especial de
liquidación sin transmisión de la empresa en funcionamiento, se exigirá la existencia de insol-
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6 En un Auto de 26 de septiembre de 2023, auto número 191/2023, cuestionable por la solución alcanzada, el Juz-
gado de lo Mercantil número 1 de Córdoba, en relación al concepto de «probabilidad de insolvencia» señala que
«la extrema anticipación del concepto de insolvencia que ahora se incluye en la norma con el novedoso concepto
de «probabilidad de insolvencia», así como la propia laxitud con la que el propio legislador ha decidido tratar este
presupuesto por lo que el mismo debe fiscalizarse de una manera muy laxa y cuasi dar por bueno, a priori, la con-
currencia de dicho presupuesto cuando así se manifiesta por el deudor en los escenarios de solicitudes de homo-
logación de plan de reestructuración». Un mecanismo de alerta de temprana que «no supone ni mucho menos un
descrédito para la misma, antes al contrario debe identificarse que supone un ejercicio responsable por parte de
sus gestores que procuran adelantarse a posibles escenarios de dificultades lo antes posible» (FJ 2).
7 MARTÍNEZ DE MARIGORTA, C., «Las particularidades del procedimiento especial de microempresas. Refle-
xiones sobre la supletoriedad de los Libros I y II del Texto Refundido de la Ley Concursal. Cuestiones problemá-
ticas en la tramitación», La Ley Insolvencia, núm. 19, abril, 2023, pp. 1-26.
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vencia actual o inminente, si lo solicita el deudor, o actual, si lo solicitan legitimados distintos
del deudor. Por otra parte, si al menos el ochenta y cinco por ciento de los créditos correspon-
diesen a acreedores públicos, el procedimiento especial solo podría tramitarse como procedi-
miento de liquidación.

Mas ese plazo general de dos meses del que dispone el deudor para iniciar el procedimiento
especial se modifica, al menos, en un supuesto, el que se contempla en el artículo 691.5. TRLC.
En dicho precepto se impone al deudor igualmente el deber de solicitar la apertura del procedi-
miento especial, en este caso en el plazo de un mes, cuando hubieran transcurridos tres meses
del incumplimiento en el pago a que se refiere el artículo 2.4.5.º TRLC donde se especifica como
hecho externo revelador del estado de insolvencia el «sobreseimiento generalizado en el pago
de las obligaciones tributarias exigibles durante los tres meses anteriores a la solicitud de con-
curso; el de las cuotas de la seguridad social y demás conceptos de recaudación conjunta du-
rante el mismo período, o el de los salarios e indemnizaciones a los trabajadores y demás
retribuciones derivadas de las relaciones de trabajo correspondientes a las tres últimas men-
sualidades». Por lo tanto, tres meses de impago de cuotas a la Seguridad Social o de los sala-
rios, retribuciones e indemnizaciones correspondientes a las tres últimas mensualidades
conllevará la obligación para la microempresa deudora de presentar, en un mes, la solicitud de
este procedimiento especial. En caso de no hacerlo en tiempo y forma, «las quitas y esperas
que resulten de la aprobación del plan de continuación no afectarán a los créditos tributarios y
de la seguridad social». 

Conviene advertir, en este punto, que, como es sabido, en el ámbito concursal se admite la
quita, la espera o la quita y espera (artículo 317 TRLC). También procede subrayar que, en el
ámbito del concurso, el artículo 318.3 TRLC prohíbe que la propuesta de convenio suponga
quita o espera respecto de los créditos correspondientes a los porcentajes de las cuotas de la
Seguridad Social a abonar por el empresario por contingencias comunes y por contingencias
profesionales, así como respecto de los créditos correspondientes a los porcentajes de la cuota
del trabajador que se refieran a contingencias comunes o accidentes de trabajo y enfermedad
profesional. Sin embargo, tanto aquí, en el artículo 691.5 TRLC, como en el artículo 691 bis
TRLC, en el que se dispone la obligación del deudor de comunicar en el plazo de setenta y dos
horas a la Tesorería General de la Seguridad Social la solicitud de apertura de procedimiento
especial de continuación en el que conste su condición de acreedora, señalando que, en caso
de incumplimiento de esta obligación, se «excluirá a los créditos de seguridad social y de la
Agencia Tributaria de las quitas y esperas que resulten de la aprobación del plan de continua-
ción», parece que esa exclusión que recoge el artículo 318.3 TRLC no se contempla. No debería
ser ésta la conclusión toda vez que, si el concurso extiende una protección ante determinados
créditos, en el caso de la microempresa la desaparición de tal protección debiera estar contem-
plada expresamente y debidamente justificada. De hecho, cabría admitir que no existe tal con-
tradicción si se observa que la prohibición de afectación de la quita o espera se refiere a
determinados créditos de la Seguridad Social, en concreto a las cuotas de la Seguridad Social,
pero esta última puede ser acreedora de créditos de otra naturaleza, que si podrían verse afec-
tados por quitas o esperas —de hecho, la Seguridad Social se caracteriza por admitir aplaza-
mientos o fraccionamientos en las deudas contraídas por las empresas—, con las salvedades
indicadas. Y, así, el crédito de la Seguridad Social puede extenderse sobre obligaciones de ca-
pitalización de cantidades, recargos, ingresos de naturaleza distinta a las cuotas, etc. En gene-
ral, todos ellos constituyen créditos privilegiados, normalmente, con carácter de privilegio
general, aunque cabría apuntar la posibilidad de un privilegio especial si existieran garantías
reales a favor de la Seguridad Social para avalar fraccionamientos o aplazamientos de deuda.

3. Surge, además, un interesante problema aplicativo en este contexto. Consiste en deter-
minar qué ocurre con las microempresas sin masa, sin bienes, sin patrimonio. El Auto del Juz-
gado de lo Mercantil número 6 de Madrid de 13 de abril de 2023, Jur. 214408, estima que,
puesto que no se encuentra regulada en sede de procedimiento especial de microempresa la
presencia de insuficiencia inicial de masa para atender los gastos de procedimiento (publica-
ciones, honorarios, retribuciones de los profesionales intervinientes, etc) «de apreciarse la evi-
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dente y clara situación de total ausencia o manifiesta insuficiencia de los bienes de la masa
para atender los costes del procedimiento [art. 242.1.4.º a 9.º, inclusive LCo], debe estarse, con
las adaptaciones necesarias, a la regulación contenida en el Libro primero en sus arts.37.bis y
ss LCo.(…) (…) Procedería, por ello, de conformidad con el art. 37.ter.1.º LCo dictar Auto de-
clarando el concurso de acreedores, con expresión del pasivo que resulte de la documentación,.
Y en lógica coherencia, y adaptando el contenido del art. 692 LCo a las previsiones de las reglas
del concurso sin masa, procede aperturar e iniciar el proceso especial para microempresas»
(FJ 3).

Sin embargo, el Auto del Juzgado de lo Mercantil número 2 de Santander de 11 Julio de
2023, Jur. 347807, tras un completo análisis de la solicitud del concurso sin masa, inadmite la
solicitud de apertura de procedimiento especial en el caso de microempresas sin masa por en-
tender, entre otras cuestiones, que la apertura de este procedimiento requiere la presentación
de una solicitud que reúna los requisitos del artículo 691 TRLC y, en particular, que se cumpli-
mente previamente el formulario normalizado previsto en el artículo 691.2 TRLC. Como conte-
nido de este formulario destaca una breve memoria de la situación económica, de la situación
de los trabajadores, y una descripción de las causas y del alcance de las dificultades financieras,
incluyendo el tipo de insolvencia en que el deudor alega encontrarse. Si el deudor fuera emple-
ador, deberá precisar el número de trabajadores con expresión del centro de trabajo al que es-
tuvieran afectados, y la identidad de los integrantes del órgano de representación de los mismos
si los hubiera, con expresión de la dirección electrónica de cada uno de ellos. Pero, además, el
artículo 691.3.6.ª TRLC requiere incluir «el activo, con valoración de cada partida, y el pasivo,
con identificación individualizada de cada acreedor, de la cuantía de cada crédito, de su natu-
raleza concursal y de si está o no vencido, incluyéndose de manera separada los créditos liti-
giosos». De ahí que «teniendo en cuenta las especialidades de este procedimiento especial de
insolvencia, si el microempresario o la microempresa (art. 685 TRLConc) presenta una solicitud
de concurso propia del Libro I, con independencia de que se alegue o no insuficiencia de masa,
la misma debe ser inadmitida a trámite por inadecuación del procedimiento sin posible subsa-
nación. El procedimiento del libro III se presenta como «único» en el sentido de que las micro-
empresas no tienen acceso al concurso ni a los acuerdos de reestructuración. La Exposición
de Motivos de la Ley 16/2022, en su página 123700, indica expresamente que «las microem-
presas no tienen acceso al concurso ni a los acuerdos de restructuración». En el mismo sentido
los artículos 2.2 TRLConc («los deudores incluidos en el ámbito de aplicación del libro tercero
se sujetarán exclusivamente a las disposiciones de ese libro») y 583.4 TRLConc (que al regular
los presupuestos subjetivos del preconcurso del Libro II, reproduce la norma del art 2.2)» (FJ
1). Por lo tanto, sólo la aplicación supletoria de otras reglas recogidas en la norma concursal
avalaría una solución para la microempresa sin masa. Mas el Juzgado rechaza cualquier opción
a este respecto «dado que la apertura del procedimiento especial requiere la presentación de
una solicitud que reúna los requisitos del art. 691 TRLConc, en particular, que se cumplimente
previamente el formulario normalizado previsto en el art. 691.2 TRLConc, la deficiencia apre-
ciada no es susceptible de subsanación» (FJ 4).

Sí admiten, sin embargo, los Juzgados de lo Mercantil números 1,2 y 3 de Málaga, en el
Acuerdo número 2 de 26 de abril de 2023 antes citado, que en estos casos de microempresas
sin masa se aplique, en atención a la regla supletoria que avala la remisión de este procedi-
miento especial a las reglas del concurso, el procedimiento previsto para el concurso sin masa
en los artículos 37 bis a 37 quinquies TRLC. De esta forma, se admitiría, por tanto, el procedi-
miento especial para microempresas con la aplicación de las reglas previstas para las empresas
sin masa en el concurso de acreedores. Obsérvese que, en atención a lo dispuesto en el artículo
37 bis TRLC, se considera que existe concurso sin masa cuando el concursado carezca de
bienes y derechos que sean legalmente embargables; cuando el coste de realización de los
bienes y derechos del concursado fuera manifiestamente desproporcionado respecto al previ-
sible valor venal; cuando los bienes y derechos del concursado libres de cargas fueran de valor
inferior al previsible coste del procedimiento; o, en fin, cuando los gravámenes y las cargas exis-
tentes sobre los bienes y derechos del concursado lo sean por importe superior al valor de mer-
cado de esos bienes y derechos. Quizá, en esta línea, la Propuesta de Directiva 702/2022, de
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7 de diciembre, contempla, al menos por el momento, que en el caso de la microempresa sólo
procederá admitir la liquidación y no la continuidad de la misma. Por lo que, en principio, de
prosperar esta propuesta normativa y al margen de los efectos que la misma pudiera tener en
el vigente texto concursal, no cabría negar, a estos efectos, este procedimiento especial a una
microempresa sin bienes o con bienes insuficientes. 

2. PROCEDIMIENTO DE CONTINUACIÓN DE LA EMPRESA 

2.1. El plan de continuación y la paralización de ejecuciones sobre bienes y derechos
del deudor. La continuidad de los contratos de trabajo y la obligación de hallarse al co-
rriente en las cuotas de la Seguridad Social

1. Con carácter previo, el artículo 690 TRLC prevé que cualquier microempresa pueda «co-
municar al juzgado competente para la declaración del concurso la apertura de negociaciones
con los acreedores con la finalidad de acordar un plan de continuación o una liquidación con
transmisión de empresa en funcionamiento en el marco de un procedimiento especial, siempre
que se encuentre en probabilidad de insolvencia, en estado de insolvencia inminente o en in-
solvencia actual». Como cabe comprobar, se trata de una mera comunicación del inicio de una
negociación, en ningún caso preceptiva y que no supone la apertura del procedimiento especial
aún. No obstante, por su similitud, el artículo 690.3. TRLC contiene una expresa remisión al ré-
gimen jurídico previsto en el Libro Segundo para la regulación del preconcurso en relación a la
comunicación de apertura de negociaciones con acreedores, y sus efectos, con las especiali-
dades que se contienen en el citado artículo 690.3 TRLC.

En principio, prevalece la capacidad de elegir cualquiera de las modalidades (continuidad o
liquidación) de este procedimiento especial, mas, en ningún caso, la elección podrá apreciarse
como definitiva. Y, así, frente a la elección del acreedor de un procedimiento de continuación,
el deudor podrá imponer la liquidación y si solicitara un procedimiento de liquidación, el deudor
podrá iniciar un procedimiento de continuación, tal y como recoge el artículo 691 quinquies 1.2.º
TRLC. Por su parte, iniciada la tramitación de un procedimiento de continuación por el deudor,
los acreedores cuyos créditos representen más de la mitad del pasivo podrán solicitar, en cual-
quier momento y sin necesidad de justificación adicional, la conversión del procedimiento de
continuación en uno de liquidación, siempre que el deudor se encuentre en situación de insol-
vencia actual (artículo 693.2. TRLC); y, si los acreedores representaran un veinticinco por ciento
del pasivo en la situación anterior, podrán, en cualquier momento, solicitar la conversión de un
procedimiento de continuación en uno de liquidación, siempre que, objetivamente, no exista la
posibilidad de continuación de la actividad en el corto y medio plazo, ex artículo 693.3.TRLC.
Señálese, en este punto, que el juez del concurso es el único competente para determinar el
carácter necesario de un bien o derecho para la continuidad de la actividad profesional o em-
presarial del deudor, ex artículo 52.1.3.ª TRLC, por lo que será él quien, en consecuencia, de-
berá valorar también las posibilidades de continuidad de la microempresa, dado que, en relación
a esta última, el juez competente para conocer del procedimiento especial de microempresa es
el juez del concurso (artículo 690.1 TRLC).

2. El objeto principal de un procedimiento especial de continuación es la consecución de un
plan que podrá ser presentado por el deudor, por los acreedores legitimados con la solicitud de
apertura o en los diez días hábiles siguientes a la declaración de apertura de este procedimiento,
ex artículo 697.1. TRLC. La falta de presentación del plan en el plazo señalado supone la auto-
mática conversión del procedimiento de continuación en uno de liquidación, a menos que el
deudor no se encuentre en situación de insolvencia actual, en cuyo caso el artículo 697.2 TRLC
le autoriza a oponerse. 

Los planes de continuación se asemejan bastante a los planes de reestructuración de las
grandes empresas por cuanto integran elementos comunes (formación de clases de acreedores,
flexibilidad para incluir medidas de reestructuración de activo y pasivo, votación por clases de
créditos, motivos de impugnación, etc.). Sin embargo, se entiende que se hallan más próximos
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a los antiguos convenios que a los acuerdos de refinanciación o acuerdos extrajudiciales de
pagos, por lo que su naturaleza no parece del todo clara, resultando en ocasiones difícil aplicar
normas previstas para el plan de reestructuración en este plan de continuidad8. En todo caso,
el régimen jurídico del plan de continuación diseña su contenido, tanto potestativo como prohi-
bido en relación con los créditos de derecho público, las alegaciones, votación, aprobación y
homologación, siguiendo básicamente el esquema previsto para los planes de reestructuración,
aunque con algunas reglas especiales, de acuerdo con lo previsto en los artículos 697 ter y 698
TRLC. 

En atención a lo dispuesto en el artículo 697 ter TRLC el plan de continuación deberá con-
tener, al menos, una relación nominal y cuantía de los créditos afectados por el plan; los efectos
sobre los créditos, que podrán ser tanto quitas como esperas, una combinación de ambas, su
conversión en préstamos participativos o su capitalización; la agrupación de cada uno de los
créditos en clases, que se conformarán de acuerdo con su valor económico, reflejado por la
graduación de los créditos en el concurso de acreedores; un plan de pagos, que incluya con
detalle las cuantías y los plazos durante toda la duración del plan de continuación; los efectos
sobre los contratos con obligaciones recíprocas pendientes de cumplimiento que, en su caso,
vayan a quedar afectados por el plan; una descripción justificada de los medios con los que
propone cumplir con la propuesta, incluyendo las fuentes de financiación proyectadas; las ga-
rantías con que cuente la ejecución del plan, cuando resulte aplicable; una descripción justificada
de las medidas de reestructuración operativa que prevé el plan, la duración, en su caso, de las
medidas, y los flujos de caja estimados, que deberá estar relacionada con el plan de pagos;
una memoria que explique las condiciones necesarias para el éxito del plan de reestructuración
y las razones por las que ofrece una perspectiva razonable de garantizar la viabilidad de la em-
presa en el medio plazo.

Especial relevancia adquieren en el plan las medidas de información y consulta con los tra-
bajadores que, de conformidad con la ley aplicable, se hayan adoptado o se vayan a adoptar,
ex artículo 697.ter.10 TRLC y la obligación que adquiere el deudor que sea empleador, de
acuerdo con lo previsto en el artículo 697 quater TRLC, con los representantes legales de los
trabajadores, puesto que tendrán derecho, cuando así lo prevea la legislación laboral, a ser in-
formados y consultados sobre el contenido del plan de continuación con carácter previo a su
aprobación u homologación, según corresponda conforme a dicha legislación. Obsérvese la
clara distinción en relación con la información y consulta «con los trabajadores» y la misma ac-
tuación «con los representantes legales de las personas trabajadoras». No parece que deba
introducir una obligación distinta a la prevista para situaciones de crisis empresarial en la legis-
lación laboral, a la que constantemente se remite, mas, el hecho de que el plan deba ser cono-
cido por los trabajadores parece intensificar y reforzar esa obligación de canalizar la información
verificando que, bien a través de sus representantes, o bien de forma directa, los trabajadores
obtienen plena información sobre las medidas a adoptar por parte de la empresa.

3. Presentado el plan, los acreedores, en caso de propuesta aportada por el deudor, o este
último y el resto de los acreedores, en caso de propuesta presentada por los acreedores dis-
pondrán de un plazo de quince días hábiles para realizar alegaciones. Ahora bien, el plan de
continuación propuesto por los acreedores no podrá ser impuesto al deudor, por tanto, para su
válida aprobación, se exigirá que el deudor, y en su caso los socios de la sociedad deudora le-
galmente responsables de las deudas sociales otorguen su consentimiento. A tal fin, la votación
se realizará según la división por clases prevista en la propuesta de plan de continuación (artí-
culo 698.7. TRLC), aceptando que el acreedor que no emita voto alguno lo hace a favor del
plan. 
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Se entenderá que son créditos afectados por el plan de continuación los que tengan esta
consideración de acuerdo con lo establecido en el Libro Segundo de la norma concursal. De
hecho, y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 698 TRLC, cualquier crédito, incluidos los cré-
ditos contingentes y sometidos a condición, puede ser afectado por el plan de continuación.
Salvo que se trate de créditos de alimentos derivados de una relación familiar, de parentesco o
de matrimonio, de créditos derivados de daños extracontractuales, de créditos derivados de re-
laciones laborales distintas de las del personal de alta dirección ni en el supuesto de los créditos
públicos, la parte que deba calificarse como privilegiada, en cuyo caso no podrán verse afecta-
dos. Tampoco lo estarán los porcentajes de las cuotas de la Seguridad Social cuyo abono co-
rresponda a la empresa por contingencias comunes y contingencias profesionales ni los
porcentajes de la cuota del trabajador que se refieran a contingencias comunes o accidentes
de trabajo y enfermedad profesional. Y, en ningún caso, el plan de continuación podrá establecer
quitas ni esperas respecto de los porcentajes de las cuotas de la Seguridad Social cuyo abono
corresponda a la empresa por contingencias comunes y por contingencias profesionales ni a
los porcentajes de la cuota del trabajador que se refieran a contingencias comunes o accidentes
de trabajo y enfermedad profesional. Todo ello con las salvedades y precisiones ya expuestas.
A las que habría que añadir la interpretación amplia sobre los créditos derivados de la relación
laboral en tanto la norma no establece restricción alguna sobre este concepto, empleando la
normativa concursal más la referencia a las «relaciones laborales» que al «contrato de trabajo»
con expresión de deudas derivadas de la relación laboral, incluso cuando el contrato de trabajo
ya no esté vigente.

Y, tras la aprobación del plan, el deudor o los acreedores titulares de los créditos afectados
por este, podrán solicitar la homologación judicial, dentro de los diez días hábiles siguientes a
la notificación de la certificación del resultado favorable a la aprobación en el procedimiento es-
crito. Transcurrido este plazo, el plan se considerará tácitamente homologado, a menos que la
mayoría se hubiese obtenido por ausencia de voto, o se incluyan créditos de los acreedores
públicos en el plan (artículo 698 bis. 2.3 TRLC). De hecho, y en caso de considerarlo necesario,
el deudor o cualquier interesado podrá obtener una declaración de homologación tácita del plan
del juzgado competente. En todo caso, para homologar el plan, el juez deberá comprobar que
se cumplen cumulativamente una serie de requisitos establecidos en el artículo 698.bis.6 TRLC.
Para validar el plan deberán haberse observado los requisitos y efectos previstos en este pro-
cedimiento especial respecto de los acreedores públicos y el deudor habrá de hallarse al co-
rriente en el pago de las deudas tributarias y de Seguridad Social devengadas que hayan
surgido con posterioridad a la solicitud de apertura del procedimiento especial de continuación.

Como principal efecto en este procedimiento especial, conviene recordar que, si el ochenta
y cinco por ciento de los créditos correspondiesen a acreedores públicos (artículo 686 TRLC),
el procedimiento especial solo podría tramitarse como procedimiento de liquidación. Por lo
demás, y como se comprobará a continuación, la suspensión de ejecuciones no podrá afectar,
en ningún caso, a los acreedores públicos (artículo 690.4 TRLC). Asimismo, la homologación
tácita a la que antes se hiciera referencia no procederá cuando existan acreedores públicos
porque, en tal caso, la homologación deberá ser expresa de forma obligatoria, ex artículo
698.bis.3 TRLC. Por su parte, el auto de homologación podrá ser objeto de impugnación por
los acreedores públicos en todo caso, según dispone el artículo 698 quarter.1 TRLC. Y, si se
produjera una calificación abreviada del procedimiento de liquidación de la microempresa, los
acreedores públicos, podrán presentar un informe razonado y documentado sobre los hechos
relevantes para la calificación del procedimiento especial de liquidación, con propuesta de re-
solución, actuando también si consideran que la liquidación ha sido culpable, en atención a lo
dispuesto en el artículo 717 TRLC. 

4. Mas, pudiera ocurrir que en el plan de liquidación se solicitara la suspensión de ejecucio-
nes. Y, así, el deudor podrá requerir, ex artículo 701 TRLC, la suspensión de las ejecuciones ju-
diciales o extrajudiciales sobre los bienes y derechos necesarios para la actividad empresarial
o profesional que deriven del incumplimiento de un crédito con garantía real o de un crédito pú-
blico, con independencia de si la ejecución se había ya iniciado o no en el momento de la soli-
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citud y de la condición del crédito o del acreedor. La suspensión de la ejecución se mantendrá
hasta el momento en que se compruebe objetivamente que no se aprobará un plan de conti-
nuación, y, en todo caso, por un máximo de tres meses desde el decreto en que se tenga por
efectuada la solicitud. Transcurridos esos tres meses, quedará sin efectos la suspensión, sin
que sea preciso dictar acto alguno por el letrado de la Administración de Justicia. Por su parte,
el acreedor podrá oponerse a la suspensión en caso de que no concurran los requisitos legales
exigidos. 

Ahora bien, conviene precisar que, con carácter general y según dispone el artículo 694
TRLC, desde la apertura del procedimiento especial para la microempresa y hasta su conclu-
sión, el deudor mantiene las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio,
aunque solo podrá realizar aquellos actos de disposición que tengan por objeto la continuación
de la actividad empresarial o profesional, siempre que se ajusten a las condiciones normales
de mercado. Y, también con carácter general, la apertura del procedimiento especial supondrá
la paralización de las ejecuciones judiciales o extrajudiciales sobre los bienes y derechos del
deudor, en los términos indicados. Sin embargo, el artículo 694 TRLC señala que la suspensión
de la ejecución no afectará a los créditos con garantía real, ni se suspenderán las ejecuciones
de los créditos que no se vean afectados por el plan de continuación. Así, en el supuesto de los
créditos públicos, no se suspenderá la ejecución de los créditos que tengan la calificación de
privilegiados de acuerdo con las reglas generales ni, en todo caso, de los porcentajes de las
cuotas de la Seguridad Social cuyo abono corresponda a la empresa por contingencias comunes
y contingencias profesionales ni a los porcentajes de la cuota del trabajador que se refieran a
contingencias comunes o accidentes de trabajo y enfermedad profesional. Términos asimismo
aplicables en el procedimiento de continuación por su consideración de regla común al proce-
dimiento especial de la microempresa y que, por lo tanto, permitirá que, si existiera una ejecución
pendiente en relación con dichos créditos, se mantenga la misma sin posibilidad alguna de pa-
ralización pese al inicio de solicitud del procedimiento especial por parte de la microempresa. 

5. Aunque, en principio, nada de lo descrito podrá llevarse a cabo si la empresa no se halla
al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones con la Seguridad Social, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 699 quater TRLC. Porque, en atención a este precepto, si la empresa no
se hallara al corriente con estas obligaciones, procederá directamente el inicio del procedimiento
de liquidación y no el de continuidad. Mas la Seguridad Social puede aparecer en este proceso
como acreedora (artículo 691 bis TRLC), en parte porque así es considerada expresamente
cuando se dispone la traslación de toda la documentación en este procedimiento especial para
microempresa y, en gran medida, por su integración en la consideración del crédito público. Por
lo tanto, el empleador ha de hallarse al corriente, pero la Seguridad Social puede ser acree-
dora.

La explicación a esta aparente discordancia puede apreciarse por varias razones. Por una
parte, porque los certificados que extiende la Seguridad Social suelen afirmar que la empresa
«no tiene pendiente de ingreso ninguna reclamación por deudas ya vencidas con la Seguridad
Social», no que no existe deuda ya que el hecho de que no se haya formulado una reclamación
por deudas a la empresa no significa necesariamente que no haya deuda. No en vano, la Se-
guridad Social advierte, con carácter general, que dicha certificación no origina «derechos ni
expectativas de derechos a favor del solicitante o de terceros, ni podrá ser invocada a efectos
de interrupción o paralización de plazos de caducidad o prescripción, no servirá de medio de
notificación de los expedientes a que se pudiera hacer referencia, no afectando a lo que pudiere
resultar de actuaciones posteriores de comprobación o investigación al respecto». Por otro lado,
el requerimiento del artículo 699 quarter TRLC precisa la conversión en un procedimiento de li-
quidación si el deudor no se hallara al corriente en el cumplimiento de las obligaciones frente a
la Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, «siempre que su devengo sea
posterior al auto de apertura del procedimiento especial», y, por lo tanto, no en atención a deu-
das previas.

DL Lourdes López Cumbre 95

Doc. Labor., núm. 130-Año 2023-Vol. III. ISSN: 0211-8556. Microempresas en concurso, págs. 85 a 106

DL entera 130_Maquetación 1  02/01/24  19:19  Página 95



2.2. La digitalización de todo el procedimiento especial: información síncrona de cual-
quier actuación a la Seguridad Social

1.La consideración especial de la microempresa parte, entre otros objetivos, de la intención
de agilizar el proceso y reducir costes económicos para empresas pequeñas con dificultades
económicas. En ese sentido, el hecho de que la práctica totalidad del procedimiento sea digital
supone ya una novedad de por sí, no reproducible en el resto de los procedimientos integrados
en el texto de la norma concursal. Las comunicaciones mediante formularios digitalizados, la
actuación procesal a través de internet o la creación de una plataforma electrónica para mate-
rializar las operaciones de liquidación constituyen un elemento nuclear de todo el procedi-
miento9. Todo ello ha sido precisado y desarrollado por la Orden JUS/1333/2022, 28 de
diciembre, BOE, 30, de condiciones de acceso y modo de funcionamiento del servicio electró-
nico, para la cumplimentación de los formularios normalizados y de las especificaciones técnicas
de la plataforma electrónica de liquidación de bienes prevista en la Ley 16/2022. Con ella se
crea, en el marco del Portal del Servicio Público de Justicia del Ministerio de Justicia, el Servicio
Electrónico de Microempresas mediante el cual deberán efectuarse todos los actos de comuni-
cación entre las partes y la cumplimentación de los formularios correspondientes. 

Se facilita, así, el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 687.1 TRLC, en virtud del cual
las comparecencias, declaraciones, vistas, y, en general, todas las actuaciones procesales y la
presentación de documentación se realizarán mediante presencia telemática. Cabe apuntar
que, aunque en la tramitación de la norma se dispuso la ausencia de representación letrada y
de procurador, finalmente la ley exige la asistencia de abogado y procurador para la participación
del deudor en el artículo 687.6 TRLC, por lo que buena parte de la actuación procesal telemática
recaerá sobre ellos. Y conviene precisar, asimismo, que también el juez podrá dictar resolución
de manera oral al finalizar la vista (artículo 687.3 TRLC). Las sentencias se documentarán en
un soporte audiovisual apto para la grabación y reproducción de la imagen y del sonido, sin per-
juicio de la ulterior redacción por el juez del encabezamiento, la mera referencia a la motivación
pronunciada oralmente dándose por reproducida y el fallo íntegro. Si la sentencia puede ser re-
currida, se dará traslado a las partes personadas de copia de la grabación original, en la notifi-
cación de la resolución, junto con el testimonio del texto redactado sucintamente, o bien se dará
acceso electrónico a la grabación original (artículo 687.3 tercer párrafo TRLC). En este contexto,
se dispone que las labores del mediador, en el marco de la negociación de un plan de continua-
ción entre el deudor y los acreedores, se desarrollarán, como regla general, por medios tele-
máticos, por videoconferencia u otro medio análogo de transmisión de la voz o la imagen (art.
702.3 TRLC). Siempre, eso sí, que quede garantizada la identidad de los intervinientes. 

Además, la introducción de dos herramientas novedosas implementará la ayuda a la micro-
empresa para conocer su situación de solvencia. Por un lado, la incorporación de un programa
de cálculo y simulación de pagos en línea y de forma gratuita (DA 3.ª Ley 16/2022) que servirá
para que la empresa pueda optar más fácilmente por presentar un plan de continuación o soli-
citar su liquidación. Y, por otra parte, la creación de un servicio online de autodiagnóstico de
salud empresarial (DA 5.ª Ley 16/2022) mediante el cual la empresa podrá evaluar su situación
de solvencia. En línea con lo que plantea la normativa europea, se trata de facilitar una estrategia
para que la empresa pueda detectar en momentos iniciales una previsión de crisis sin recurrir
a un asesoramiento especializado y reduciendo considerablemente el coste de cualquier tipo
de apoyo profesional que deberá estar soportada por una infraestructura pública y gratuita. 

2. De alguna manera, este proceso íntegramente digitalizado supone una mayor carga para
el deudor. Por lo que a efectos laborales y de Seguridad Social se refiere, será él, como se se-
ñaló, quien deberá comunicar a la Tesorería General de la Seguridad Social la presentación de
solicitud de apertura de procedimiento especial, con consecuencias importantes en caso de in-
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cumplimiento, como la exclusión de los créditos de la Seguridad Social de posibles quitas y es-
peras que resulten de la aprobación del plan de continuación, de acuerdo con lo prescrito por
el artículo 691 bis TRLC. Esta comunicación deberá efectuarse a través de los registros web
habilitados por estas Administraciones y que están enlazados en el servicio electrónico de mi-
croempresas.  Además, una vez le haya sido notificada la resolución de apertura, el deudor será
el encargado de comunicar por vía electrónica a los acreedores el inicio del procedimiento, con
copia al Letrado de Administración de Justicia para dejar constancia de la notificación —o de la
falta de la misma— en el juzgado. En este sentido, la falta de comunicación (o la comunicación
extemporánea) de la propuesta del plan de continuación a los acreedores supondrá la conver-
sión del procedimiento en uno de liquidación, que se declarará de oficio por el juez o a instancia
del deudor o de los acreedores (artículo 697 bis TRLC). Eso significa que, a medida que se in-
crementan las obligaciones del deudor, se intensifica más también la posibilidad de tener mayor
responsabilidad en la declaración efectuada. De esta forma, el artículo 688.1 TRLC presume la
culpabilidad iuris et de iure en aquellos casos en los que «el deudor hubiera cometido inexactitud
grave en cualquiera de los formularios normalizados remitidos o en los documentos acompa-
ñados a los mismos presentados durante la tramitación del procedimiento especial, o hubiera
acompañado o presentado documentos falsos». 

A estos efectos, conviene precisar, para concluir con este apartado, que no se requiere pu-
blicación en el Boletín Oficial correspondiente y que todo el proceso de publicidad se concentra
en el Registro público concursal (artículo 692 bis TRLC), accesible online y de forma gratuita,
que permite facilitar, concentrar y simplificar cualquier información al respecto. De hecho, la
norma considera la publicación de la apertura del procedimiento en el Registro público concursal
como notificación formal en relación con «el deudor y los acreedores de cuya dirección electró-
nica no se tenga constancia», cuando los acreedores hayan presentado la solicitud de apertura.
Se evita así cualquier pretensión de retraso deliberado en la tramitación del procedimiento por
las vicisitudes en la notificación de acreedores o deudores, ahora solventadas con este proceso
online.

3. PROCEDIMIENTO DE LIQUIDACIÓN DE LA EMPRESA, CON O SIN TRANSMISIÓN DE
LA EMPRESA EN FUNCIONAMIENTO

3.1. La liquidación de la microempresa sin transmisión de la misma

1. Existen dos premisas iniciales que marcan el procedimiento especial de liquidación de la
microempresa. La primera, que, si se produjera sin transmisión de la empresa en funciona-
miento, requeriría la existencia de insolvencia actual o inminente en caso de que lo solicitara el
deudor o de insolvencia actual si lo solicitan legitimados distintos al deudor, ex artículo 686.3
TRLC. La segunda que, como ya se anticipó, cuando, al menos el ochenta y cinco por ciento
de los créditos correspondan a acreedores públicos, el procedimiento especial solo podrá tra-
mitarse como procedimiento de liquidación y, aunque no se especifique, lo será sin transmisión
de empresa pues, de lo contrario, cabría también el procedimiento de continuación.

El procedimiento especial de liquidación puede ser solicitado desde el inicio por el propio
deudor, indicando en este estadio si prevé la transmisión de la empresa en funcionamiento,
pero también puede ser iniciado por los acreedores o los socios personalmente responsables
de las deudas del deudor. Estos últimos solo podrán solicitar la liquidación cuando el deudor se
encuentre en estado de insolvencia actual (artículo 691.ter TRLC). Además, el procedimiento
de liquidación se iniciará igualmente ante la falta de aprobación de un plan de continuación, la
falta de homologación (expresa) de un plan aprobado o el incumplimiento por el deudor de un
plan homologado, estando el deudor, en todos estos supuestos, en insolvencia actual (artículo
705.1. TRLC). Y, en todo caso, procederá su apertura cuando el deudor no se encuentre al co-
rriente del cumplimiento de las obligaciones tributarias o frente a la Seguridad Social, siempre
que el devengo sea posterior al auto de apertura del procedimiento especial, en los términos ya
precisados (artículo 705.1. in fine y art. 699 quater TRLC).
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En la solicitud del procedimiento especial de liquidación, el deudor deberá indicar su dispo-
sición para liquidar el activo directamente o solicitar el nombramiento de un administrador con-
cursal, tal y como recoge el artículo 707.1 TRLC. Ahora bien, si la solicitud procede de los
acreedores u otros legitimados, deberán solicitar el nombramiento de un administrador concursal
pues, de lo contrario, se entenderá que la liquidación del activo corresponde al deudor, máxime
si se observa cómo el artículo 694.2 TRLC permite que el deudor mantenga las facultades de
administración y disposición de su patrimonio mientras que éstas no se limiten. 

Cabe, por lo demás, la oposición del deudor a la solicitud de apertura del procedimiento de
liquidación, pero deberá fundarse en la falta de legitimación del solicitante, la inexistencia del
hecho externo revelador del estado de insolvencia en que se fundamente la solicitud o que no
se encontraba o ya no se encuentra en estado de insolvencia actual. Sin embargo, no podrá
formular oposición el deudor por esta causa si la solicitud presentada por el acreedor se fundara
en la existencia de un título por el cual se hubiera despachado ejecución o apremio sin que del
embargo hubieran resultado bienes libres conocidos bastantes para el pago; o si basara su pe-
tición en la existencia de embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera ge-
neral al patrimonio del deudor; o, en fin, si se constatara la falta de pago de obligaciones
tributarias exigibles durante los tres meses anteriores a la solicitud de apertura del procedimiento
especial de liquidación, de pago de cuotas de la Seguridad Social y demás conceptos de recla-
mación conjunta durante el mismo periodo o de pago de salarios e indemnizaciones derivadas
de las relaciones de trabajo correspondientes a las tres últimas mensualidades, tal y como dis-
pone el artículo 691.quinquies. 4.ª TRLC y como se precisó.

2. Desde la apertura del procedimiento especial de liquidación, el deudor o la administración
concursal disponen de veinte días hábiles para presentar un plan de liquidación. Porque, en
esta fase, el protagonismo principal se centra precisamente en el plan de liquidación en el que
el deudor habrá de señalar su disposición para liquidar el activo desde su solicitud o, de no ser
así, su requerimiento para que se nombre a un administrador concursal (artículo 707.1.TRLC).
De hecho, en cualquier momento del procedimiento especial de liquidación, el deudor o los
acreedores cuyos créditos representen al menos el veinte por ciento del pasivo total podrán so-
licitar el nombramiento de un administrador concursal que sustituya al deudor en sus facultades
de administración y disposición. El porcentaje anterior quedará reducido al diez por ciento en
caso de paralización de la actividad empresarial o profesional del deudor, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 713.1 TRLC. 

Dentro de los diez días hábiles siguientes desde la fecha en que se haya comunicado el
plan de liquidación, el deudor, los acreedores concursales y, en su caso, los representantes de
los trabajadores, podrán formular observaciones y propuestas de modificación. En el caso de
que el plan de liquidación contuviera previsiones sobre la modificación sustancial de las condi-
ciones de trabajo o el despido colectivo de trabajadores, se estará a lo establecido en el Libro
Primero en materia de contratos de trabajo. Conviene advertir en este punto que el Libro Primero
recoge, en los artículos 169 y ss. TRLC todos los efectos del concurso sobre los contratos y
sobre los Convenios Colectivos. Mas, en concreto, los artículos 169 a 185 TRLC son los que
contienen la regulación sobre los efectos en el contrato de trabajo y allí se disponen las reglas
aplicables sobre legitimación activa, período de consultas, posibilidad de acuerdo, intervención
de la autoridad judicial junto con otras tantas específicas sobre los efectos del concurso —ahora
de la liquidación de la microempresa— en el contrato de trabajo. Eso sí, en lo no previsto se
aplicará la legislación laboral y los representantes de los trabajadores tendrán cuantas faculta-
des les atribuya esa legislación.

Sin perjuicio de que corresponde un análisis más detallado de estos aspectos en sede con-
cursal que en este proceso especial de microempresas, no se oculta que esta liquidación sin
transmisión de empresa supondrá la disolución de la misma generando el vencimiento antici-
pado de todas las obligaciones y la transformación en una cuantía económica de aquellas que
tuvieran naturaleza prestacional. Y, aquí, la traslación laboral no parece difícil toda vez que los
contratos de trabajo se extinguirán por liquidación de la empresa, con la correspondiente in-
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demnización a los trabajadores o su conversión en créditos abonables por el Fondo de Garantía
Salarial en la cantidad máxima establecida por la legislación laboral. Se reprocha, no obstante,
que, puesto que no se trata de un «concurso» y dado que esta regulación de la microempresa
no se ha visto reproducida en una revisión del artículo 33 del Estatuto de los Trabajadores, los
trabajadores podrían encontrarse con alguna dificultad para obtener la compensación del Fondo
de Garantía Salarial. Mas no debería existir tal impedimento si se tiene en cuenta que el citado
artículo 33 abarca, con carácter general, la situación de insolvencia del empleador y, por ende,
también la que provoca este procedimiento especial de la microempresa.

En cualquier caso, tanto el deudor como la administración concursal disponen de diez días
hábiles desde que finalicen los plazos para la determinación de los créditos y para modificar el
plan en función de las alegaciones formuladas, de la información recibida y, en su caso, de la
lista de créditos modificada. En el plan deberán haberse recogido, motivadamente, los tiempos
y la forma previstos para la liquidación del activo, con la liquidación individualizada de cada bien
o de categoría de bienes, aunque con preferencia por la enajenación unitaria del establecimiento
o del conjunto de unidades productivas de la masa activa, ex artículo 707.3 TRLC. Transcurrido
el plazo, se notificará a los acreedores y, en su caso, al deudor¸ así como a los representantes
de los trabajadores, el plan de liquidación modificado o se les notificará la ausencia de modifi-
caciones. Si no se modificara el plan de liquidación, o si el deudor o los acreedores no estuvieran
de acuerdo con las modificaciones propuestas, estos podrán impugnar el plan mediante la co-
municación de formulario normalizado, dentro de los tres días hábiles siguientes. No cabe, sin
embargo, que los representantes de los trabajadores impugnen el plan toda vez que la legisla-
ción concursal no les dota de legitimación para ello, otorgándola exclusivamente al deudor o a
los acreedores. De no recibirse impugnación alguna, el juez declarará automáticamente apro-
bado el plan mediante auto, que será inmediatamente ejecutable. Contra el auto de aprobación
del plan de liquidación no cabrá recurso, tal y como dispone el artículo 707.8 TRLC. 

Se prevé, en esta línea, que las personas naturales puedan solicitar las reglas del pasivo in-
satisfecho conforme a lo previsto en los artículos 486 y ss. TRLC en aquellos casos en que se
frustre el plan de continuación, así como también cuando se termine la fase de liquidación y
haya que distribuir remanente, conforme a lo previsto en los artículos 700 y 715 TRLC, respec-
tivamente. 

3. Para la ejecución de las operaciones de liquidación previstas en el plan se dispone de
tres meses, prorrogable por un mes adicional a petición del deudor o de la administración con-
cursal, ex artículo 708.4 TRLC. El informe final de liquidación en el que se solicita la conclusión
del procedimiento deberá presentarse una vez transcurrido el período de tres meses o concluida
la prórroga del mismo. Se trata de un informe en el que habrán de detallarse las operaciones
de liquidación realizadas, incluyendo el momento de cada operación liquidativa y las cantidades
obtenidas, así como el momento y las cuantías satisfechas a los acreedores, tal y como pres-
cribe el artículo 719.2 TRLC. Además, el informe deberá incluir una lista de los créditos que
quedan por satisfacer, junto con otra que recoja los activos que no hayan podido ser liquidados
en plazo a través de la plataforma electrónica de liquidación de bienes. Esa lista de créditos in-
satisfechos, que incluirá los detalles de pago de los acreedores, se enviará por medios electró-
nicos que dejen constancia de su entrega y recepción en la plataforma electrónica creada para
este procedimiento especial de microempresas. Por lo tanto, cabe la posibilidad de que el pro-
cedimiento concluya sin haber finalizado las operaciones de liquidación de la masa. Eso significa
que la plataforma electrónica podrá continuar con operaciones de liquidación, aunque se decrete
la conclusión del procedimiento, pese a la extrañeza que produce dicha solución. 

Porque, tal y como se expusiera, todo el procedimiento de liquidación de activos se llevará
a cabo a través de medios digitales. En concreto, el artículo 708.3 TRLC dispone, con carácter
general, que, cuando el procedimiento especial se tramite como proceso de liquidación, la venta
de los activos individuales (incluidas las categorías genéricas de activos individuales) se pro-
ducirá a través de la plataforma electrónica de liquidación de bienes. En cuanto a la enajenación
de los bienes, se realizará a través de subastas electrónicas periódicas y, en casos justificados,
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mediante venta directa, incluso con la previsión de integrar posibles ofertas del entorno europeo
a través del Portal Europeo de e-Justicia. Efectuada la operación de liquidación, la plataforma
electrónica remitirá un certificado al Letrado de Administración de Justicia, que incluirá el con-
tenido de la enajenación, la identidad del adjudicatario o adquirente y los registros donde hacer
constar la transmisión. Si la operación de liquidación tuviera por objeto una empresa o sus uni-
dades productivas no serviría este medio pues, para tal supuesto, el artículo 710 TRLC prevé
que se apliquen las reglas del Libro Primero con algunas especificidades. No obstante, se po-
sibilita la inclusión de la empresa o de sus unidades productivas en la plataforma para su expo-
sición al mercado, favoreciendo así, en su caso, la transmisión de la misma. 

3.2. La liquidación con transmisión de empresa en funcionamiento y, por tanto, con
continuidad de las relaciones laborales

1.En la liquidación del activo se expresa la prioridad por enajenar de forma unitaria el esta-
blecimiento o el conjunto de unidades productivas de la masa activa, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 707.3 TRLC. De algún modo, este procedimiento de liquidación con
transmisión de empresa en funcionamiento no deja de resultar muy similar al procedimiento de
continuidad de la misma. De hecho, suelen regularse conjuntamente pues, aun cuando uno per-
sigue la continuidad y el otro la liquidación, este último garantiza el mantenimiento de la empresa
en funcionamiento por lo que, de facto, responden a un mismo objetivo y en ambos se impide
cualquier cláusula que altere la situación de los contratos con obligaciones recíprocas pendien-
tes de cumplimiento, como establece el artículo 694 bis TRLC cuando regula los efectos de
apertura de ambos procedimientos, el de continuidad y el de liquidación con transmisión de la
empresa en funcionamiento.

En efecto. En virtud de dicha regulación, se considerarán nulas las cláusulas contractuales
de modificación, suspensión o extinción que tengan como única causa el inicio de este proce-
dimiento o circunstancia análoga o directamente relacionada con el mismo. Por consiguiente, y
trasladando dicha limitación al ámbito laboral, debería advertirse la imposibilidad de llevar a
cabo modificación, suspensión o extinción, ya individual ya colectiva, de los contratos de trabajo,
al menos como consecuencia del inicio de este procedimiento especial diseñado para la micro-
empresa. Sin embargo, esta conclusión resulta contraria a la plena disponibilidad de sus bienes
y derechos que el empresario mantiene durante este período y a la remisión a las reglas del
Libro Primero en los términos ya analizados. Bien es cierto que será difícil encontrar una causa
que justique semejante actuación empresarial no vinculada o no relacionada con el inicio de
este procedimiento que, no se olvide, está basado en la insolvencia, ya actual, ya inminente,
del empleador.

Pero, más allá de las posibles coincidencias entre uno y otro procedimiento, el de liquidación
con transmisión de la empresa en funcionamiento concentra un interés particular. La expresión
empleada —«empresa en funcionamiento»— aparece generalizada en todo el texto del Libro
Tercero, salvo en el artículo 710 TRLC, que es precisamente el que regula este procedimiento
de liquidación con transmisión «de la empresa» —no alude a la empresa en funcionamiento—
en el que se incluye también a «sus unidades productivas». Deberá considerarse que la em-
presa que se transmite se mantiene en funcionamiento, pero lo cierto es que, cuando se trata
de admitir la posibilidad de transmitir la empresa o la unidad productiva en liquidación, mediante
el régimen jurídico previsto en el citado artículo 710 TRLC, no se utiliza tal concepto. Quizá para
facilitar que, incluso, aunque la empresa no se encuentre activa, pueda efectuarse dicha trans-
misión o, tal vez, porque el primer apartado de dicho precepto señala que la «la transmisión de
la empresa o de sus unidades productivas se llevará a cabo con sujeción a las reglas del libro
primero de esta ley» (artículo 710.1 TRLC), y, en ese Libro Primero, sólo se hace referencia a
la transmisión de «empresa» y de «empresa en funcionamiento».

Sea como fuere, la transmisión deberá materializarse por venta directa o, de no ser posible,
a través de subasta. En todo caso, el artículo 710.1.5.ª TRLC dispone que, cuando se reciba
más de una oferta cuyos contenidos difieran, objetivamente, en el modo en que se garantiza la
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continuidad de la empresa o del establecimiento mercantil y el mantenimiento de los puestos
de trabajo o la satisfacción de los créditos, el deudor o la administración concursal, oídos los
representantes de los trabajadores, presentarán un informe al juez, con propuesta de resolución,
para que este resuelva de acuerdo con la regla de la preferencia establecida en el tantas veces
aludido Libro Primero. También podrá presentarse una oferta de adquisición de empresa o de
unidad productiva con la solicitud de procedimiento especial de liquidación de acuerdo con las
reglas de los artículos 224 bis a 224 quater TRLC en referencia al concurso con presentación
de oferta de una o varias unidades productivas10.

En puridad, no parece que alcance a entenderse que una microempresa de menos de diez
trabajadores no se transmita en su integridad y se aluda a su transmisión «por» unidades pro-
ductivas. La querencia del legislador por homogeneizar una situación que en nada se parece a
la de la transmisión de la empresa en concurso del Libro Primero, al que se remite en aquellos
supuestos en que sea necesaria su aplicación de forma supletoria —difícilmente atendible—,
conlleva estas consecuencias ciertamente incomprensibles.

2. Mas la remisión al Libro Primero de esta norma concursal obliga a plantear algunas de
las cuestiones más relevantes que el concurso de acreedores supone para la transmisión de la
empresa o de la unidad productiva. En particular, y en este caso sólo de forma aproximativa
por el alcance de este análisis, por lo que se refiere a la aplicación de la subrogación laboral en
las deudas laborales y, sobre todo, de Seguridad Social cuando, en sede concursal, se vende
una unidad productiva, debiendo resultar de aplicación, en principio, el régimen propio del artí-
culo 44 del Estatuto de los Trabajadores11. 

Tras no pocas vicisitudes normativas y, sobre todo, competenciales, la reforma del año 2022
introdujo algunas modificaciones sobre la regulación de la transmisión de empresa o de la uni-
dad productiva en sede concursal. La definición sobre la unidad productiva se encuentra en el
artículo 200 TRLC, dentro del capítulo que delimita el contenido del inventario de la masa activa.
En virtud del mismo, la unidad productiva se describe como el conjunto de medios organizados
para el ejercicio de una actividad económica esencial o accesoria. Se trata de una definición,
como puede comprobarse, no coincidente con la que se efectúa, en el ámbito laboral, sobre la
sucesión de empresa en el ya citado artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores. En atención
a este último y, como es sabido, la sucesión laboral de empresa exige una entidad económica
que mantenga su identidad, entendida como un conjunto de medios organizados a fin de llevar
a cabo una actividad económica, esencial o accesoria. En esta diferente dicción se quiere de-
positar la libertad del juez del concurso para decidir si lo que se vende o transmite constituye o
no una unidad productiva pues, alcanzada dicha conclusión, la enajenación conllevará sucesión
laboral de empresa con todas sus consecuencias, sin que el juez del concurso pueda evitarlas.
Si el efecto de sucesión de empresa es un predicado legal no sujeto a ponderación del juez, lo
que estará reservado al juez del concurso no será constituir el efecto de la sucesión de empresa,
sino individualizar que se ha producido el supuesto de hecho de la venta de unidad productiva. 

Llegados a esta conclusión, el legislador concursal reconoce que, si se aprecia sucesión de
empresa, los créditos que deberá asumir la adquirente serán los de los trabajadores de esa uni-
dad productiva en cuyos contratos quede subrogada la empresa adquirente, ex artículo 224
TRLC. Deriva interesante porque parece indicar que ya no se aplica la normativa laboral sobre
sucesión de empresa, sino que la norma concursal admite una aplicación parcial de aquélla.
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10 RIVAS URBINA, R., «Enajenación de la unidad productive y pre-pack en el proyectado procedimiento especial
para microempresas», Anuario de Derecho Concursal, número 56, 2022, pp. 121-146. 
11 Con más detalle y, entre otras aportaciones, en LÓPEZ CUMBRE, L «Nada es lo que parece. El régimen con-
cursal laboral de la venta de unidad productiva no cambia», Diario La Ley, núm. 9843, 2021, pp. 1-15 y, con an-
terioridad, «Intereses laborales y concursales en la transmisión de unidades productivas. La búsqueda de una
plena exoneración de las deudas de Seguridad Social», en AA.VV., Acuerdos de refinanciación, convenio y rees-
tructuración, Navarra, Thomson, Reuters, Aranzadi, 2015, pp. 471-506.
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De hecho, la norma laboral obliga a asumir las deudas anteriores no satisfechas, pero de todos
los trabajadores por lo que la empresa adquirente no podrá decidir en qué contratos se subroga,
sino que habrá de hacerlo en la totalidad de la plantilla de la entidad que adquiere, ya sea ésta
la empresa o una unidad productiva. No contempla la norma laboral una selección de plantilla
salvo que, con anterioridad a la transmisión, se produzca una extinción contractual individual o
colectiva de contratos, en cuyo caso, efectivamente la transmisión procederá sólo en relación
a aquellos contratos que se hallen en vigor, sin prejuzgar la posible responsabilidad de la em-
presa adquirente sobre las reclamaciones que se deriven de extinciones próximas a la transmi-
sión y no resueltas por sentencia firme. Porque, salvo que se salden todas las deudas por la
concursada en el momento de la extinción contractual laboral, todo aquello que permanezca
seguirá constituyendo «pasivo» de la misma que pasará, en consecuencia, a la adquirente en
virtud de la legislación concursal. 

Existe, con todo, una evidente discrepancia entre la norma concursal (particularmente, artí-
culos 222 y 224 TRLC, respectivamente) y la norma laboral (artículo 44 del Estatuto de los Tra-
bajadores) ya que la primera menciona la subrogación únicamente en los contratos afectos a la
continuidad de la actividad profesional o empresarial que se desarrolle en la unidad o unidades
productivas objeto de transmisión, manifestando que el adquirente quedará subrogado sólo en
algunos contratos y no en todos aquellos de los que se deriven posibles deudas. Dicción que
contrasta con la contenida en el artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores en la que no se
distingue entre trabajadores subrogados y no subrogados al establecer la responsabilidad soli-
daria, proclamada de cualquier deuda laboral o de Seguridad Social contraída y no satisfecha.
No parece que tenga sentido que el mismo texto legal admita los efectos de la sucesión laboral
de empresa, pero luego limite dichos efectos de forma parcial a los contratos en los que se su-
brogue la adquirente toda vez que la adquirente deberá subrogarse en todos los contratos vi-
gentes en la empresa que adquiere o, en su caso, extinguir con posterioridad aquellos que
decida no asumir, en virtud de la legislación laboral a la que se remite.

Es cierto que, de acuerdo con el artículo 52 TRLC, la competencia exclusiva y excluyente
del juez del concurso le permite declarar «la existencia de sucesión de empresa a efectos labo-
rales y de seguridad social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas,
así como la determinación en esos casos de los elementos que las integran» (artículo 52.1.4.ª
TRLC). A esta última advertencia conviene añadir la precisión que el artículo 221 TRLC efectúa
cuando, al regular de manera particular el régimen de la sucesión de empresa en sede concur-
sal, señala no sólo  que, en caso de enajenación de una unidad productiva, se considerará, a
los efectos laborales y de Seguridad Social, que existe sucesión de empresa sino que «el juez
del concurso será el único competente para declarar la existencia de sucesión de empresa, así
como para delimitar los activos, pasivos y relaciones laborales que la componen» (artículo
221.2TRLC). Mas también cabe apuntar que el artículo 86 ter de la Ley Orgánica del Poder Ju-
dicial (en adelante, LOPJ) reconoce esa competencia exclusiva y excluyente del juez del con-
curso para declarar la «existencia de sucesión de empresa a efectos laborales y de seguridad
social en los casos de transmisión de unidad o de unidades productivas y la determinación de
los límites de esa declaración conforme a lo dispuesto en la legislación laboral y de seguridad
social» (artículo 86.ter.2.4.ª LOPJ), lo que conduce a la doctrina laboralista a entender, con buen
criterio, que, aun cuando la competencia sea del juez del concurso, éste no puede eludir la apli-
cación de la norma laboral y de Seguridad Social12. 

La discrepancia, aunque se ha intentado relativizar por parte de algún sector doctrinal13, ha
de considerarse determinante. Porque, si se atiende a la norma que confirma la competencia
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12 MOLINA NAVARRETE, C., «Del (dulce) sueño de los ERTE al (abrupto) despertar del concurso: impacto laboral
de una “codificación» ultra vires”, Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 455, 2022, pp. 167-209.
13 PALOMO BALDA, E., «La sucesión de empresa tras la última reforma concursal (aspectos competenciales)»,
Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, núm. 471, 2022, pp. 91-130.
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exclusiva de los jueces del concurso y en la que reside la delimitación competencial entre los
distintos órdenes jurisdiccionales, ciertamente será el juez del concurso el que indique la exis-
tencia de una sucesión laboral de empresa, pero, una vez admitida, deberá hacerlo con aplica-
ción de la norma laboral y de Seguridad Social en aquellos efectos que se deriven de la
transmisión de una o varias unidades productivas en esta materia. Sin embargo, la norma con-
cursal permite «seleccionar» dichos efectos, y no tanto en su ámbito objetivo —que claramente
viene impuesto por la norma laboral y de Seguridad Social— sino en su ámbito subjetivo toda
vez que el juez del concurso al señalar «los elementos que integran» la unidad productiva o de-
limitar «los activos, pasivos y relaciones laborales que la componen», parece poder señalar una
ejecución «parcial» de los efectos de la norma laboral y de Seguridad Social, circunscritos úni-
camente a algunos trabajadores y no a todos los que el artículo 44 LET abarcaría —parece,
porque en el pasivo de la concursada que la nueva empresa adquiere se encuentran todas las
deudas laborales y de Seguridad Social como consecuencia de la subrogación laboral—. 

Esa aplicación «parcial» o «selectiva» de la norma en el concurso de acreedores se justifica
en el seno del concurso en que el juez puede delimitar los efectos del mismo. Pero, en principio,
seguirá sin poder evitar que, respecto de una entidad que no forma parte del concurso como es
la empresa adquirente, otros órdenes jurisdiccionales puedan actuar. Evidentemente, todas
estas precisiones de la normativa modificada intentan impedir este efecto y pretenden cortocir-
cuitar toda actividad procesal ajena al «perímetro» concursal no para la empresa concursada
sino para la empresa adquirente. Mas semejante objetivo no parece del todo logrado o, al
menos, sigue manteniendo, en algunos aspectos, un perfil confuso14.

La forma de afianzar la tesis garantista para la empresa adquirente en virtud de la cual la
decisión del juez del concurso, al delimitar no sólo el perímetro de la unidad productiva adquirida
sino los efectos laborales y de Seguridad Social de su responsabilidad, impide cualquier recla-
mación ulterior, es precisamente la firmeza de dicha decisión y la preducibilidad de la misma.
Con esta deriva, se impide, no ya que quienes forman parte de la transmisión en sede concursal
—trabajadores subrogados— puedan denunciar la resolución del juez del concurso, sino que
aquellos que han sido excluidos —trabajadores no subrogados— tampoco puedan acudir a otra
jurisdicción —la social— en demanda de potenciales derechos que no pueden defender en sede
concursal —puesto que no han sido objeto de transmisión— ni tampoco en sede social —puesto
que la decisión del juez del concurso así lo impide—. No en vano, cabe entender que la preten-
sión normativa al fijar el juez del concurso no sólo la existencia de una sucesión de empresa
sino la delimitación de activos, pasivos y relaciones laborales afectadas es precisamente la de
circunscribir en el juez del concurso la capacidad de zanjar cualquier resolución posterior que
cuestione su decisión sobre la delimitación del «perímetro» de la transmisión de la unidad pro-
ductiva y de los efectos laborales y de Seguridad Social de la misma. 

Una interpretación que, como ha podido comprobarse, no parece que resulte acorde con lo
dispuesto en el artículo 86.ter.2.4.ª LOPJ. Puede resultar cuestionable que sea el juez del con-
curso quien tenga capacidad para fijar si existe o no sucesión laboral de empresa en la trans-
misión de la unidad productiva. Pero esta es una afirmación que, al menos con la dicción del
vigente texto normativo concursal, no admite cuestionamiento alguno. Pero, decidida la exis-
tencia de la sucesión, los efectos laborales y de Seguridad Social se imponen, ex artículo 86.ter
LOPJ. Podría cuestionarse que dicho precepto alude asimismo a la «determinación de los límites
de esa declaración conforme a lo dispuesto en la legislación laboral y de seguridad social». No
puede ser que la declaración suponga una aplicación «parcial» como se pretende al seleccionar
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14 En el Auto de 26 de septiembre de 2023 citado, Auto número 191/2023, cuestionable, como se expusiera, por
la solución alcanzada, el Juzgado de lo Mercantil número 1 de Córdoba no duda de su competencia en esta ma-
teria pero admite que «digo parece no porque este titular no lo tenga claro, sino porque visto lo visto con los an-
tecedentes expuestos, desde luego para un adquirente de UP el riesgo o el temor puede que no se lo quite nadie,
lo cual es una muy triste noticia para nuestro tejido productivo, dado que este tipo de situaciones retrae la inver-
sión» (FJ 5).
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aquellos trabajadores afectados y aquellos que no lo están por la sucesión empresarial porque
eso resulta contrario a la aplicación de las normas sobre transmisión laboral de empresa y cla-
ramente se exige una declaración conforme a la legislación laboral y de Seguridad Social. Sí
puede resultar coherente, sin embargo, con la posibilidad que establecía y que sigue estable-
ciendo la ley concursal para que el juez del concurso decida que la empresa adquirente no se
subrogue en las cantidades salariales o indemnizatorias asumidas por el Fondo de Garantía
Salarial, ex artículo 224.1.3.º TRLC.

Además, la «libertad» que se propugna del juez del concurso desde la tesis mayoritaria es
sólo relativa. Porque, al menos en esta materia, el juez se halla condicionado por la oferta de
adquisición de la unidad productiva. Ciertamente, el juez del concurso podrá admitir, rechazar
o modificar dicha oferta para ajustarla a los intereses del concurso, pero lo que no podrá hacer
es partir de cero y guiar, según su criterio, el recorrido de la transmisión. Bien al contrario, será
él quien se encuentre condicionado por la oferta de adquisición delimitando ésta qué activos,
pasivos y relaciones laborales, en los términos previstos en el artículo 218 TRLC, se incluyen.
Como normalmente la plantilla requerida por el oferente será inferior a la que realmente con-
forma la unidad productiva, la competencia del juez de lo mercantil en la delimitación «perime-
tral» de la unidad productiva no será plena, sino que vendrá condicionada por una decisión
previa, la del comprador.

En su oferta, la empresa adquirente puede hacer, al menos, tres cosas. La primera, admitir
todos los activos, pasivos y relaciones laborales de la unidad transmitida, en cuyo caso, no se
planteará problema alguno pues la concordancia entre la norma concursal y la laboral es plena.
La segunda, plantear su propuesta óptima, configurando la unidad productiva en los términos
laborales más idóneos, esto es, presentando la relación de activos, pasivos y relaciones labo-
rales necesarias para la continuidad de la empresa. En este caso, a su vez, se pueden derivar
dos situaciones; una, que haya acordado con la empresa concursada que los que se transmita
sea precisamente esa relación de activos y pasivos necesarios para la continuidad y que, por
tanto, la concursada, haya actuado, conforme a la legislación laboral, modificando, suspen-
diendo o extinguiendo, individual o colectivamente,  aquellas relaciones laborales que resultan
excluidas, con la correspondiente satisfacción de las deudas derivadas —pues, de lo contrario,
engrosaría el pasivo de la concursada—; y, dos, que la empresa concursada no efectúe ninguna
acción y deje todo el entramado de transmisión en manos de la administración concursal y del
juez del concurso, siendo este último el que decida, en virtud de la oferta de la adquirente, qué
relaciones laborales se mantienen en la unidad transmitida y cuáles de ellas resultan excluidas,
con el riesgo de que, si la decisión del juez del concurso no resulta coincidente con la pretensión
de la adquirente, esta última retire su oferta. O bien puede ocurrir, en tercer lugar, que la adqui-
rente presente su oferta, pero entienda que ha de subrogarse en todas las relaciones laborales
para evitar sorpresas futuras y, una vez adquirida la unidad productiva, proceda con la extinción,
en su caso, individual o colectiva, de aquellas relaciones laborales que no precisa para el des-
arrollo de su actividad empresarial. En definitiva, es esta última la única opción que contempla
el legislador laboral en el artículo 44 LET cuando dispone que la empresa se subrogue en todas
las deudas pendientes, sin perjuicio de ulteriores decisiones laborales de la empresa adquirente. 

3. Cabría añadir a lo expuesto otras cuestiones derivadas de la subrogación laboral por
transmisión de empresa o unidad productiva asimismo relevantes. Y, así, el artículo 224 TRLC,
al definir los efectos sobre los créditos pendientes de pago, obliga a asumirlos «cuando se pro-
duzca sucesión de empresa respecto de los créditos laborales y de seguridad social correspon-
dientes a los trabajadores de esa unidad productiva en cuyos contratos quede subrogado el
adquirente. El juez del concurso podrá acordar respecto de estos créditos que el adquirente no
se subrogue en la parte de la cuantía de los salarios o indemnizaciones pendientes de pago
anteriores a la enajenación que sea asumida por el Fondo de Garantía Salarial» (artículo
224.1.3.º TRLC). Pues bien, parece evidente que la referencia a las indemnizaciones pendiente
de pago sólo puede entenderse respecto de los trabajadores que no han sido subrogados por
la adquirente pues, de haber mediado subrogación, no habrían generado indemnización alguna
y, de ser así, la responsable del pago, aunque fuera solidariamente, sería la empresa adquirente.
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Es una consecuencia clara, no de lo dispuesto e interpretado de forma mayoritaria en relación
a la subrogación laboral empresarial en sede concursal, sino de lo que impone la norma laboral
y de Seguridad Social, aplicable también en sede concursal, como viene exponiéndose. 

Por lo demás, es el artículo 224 bis TRLC en el que dispone cómo actuar cuando se presenta
una oferta de adquisición para una o varias unidades productivas. Porque, curiosamente, en la
propuesta escrita vinculante que puede presentar el deudor deberá constar «la obligación de
continuar o de reiniciar la actividad con la unidad o unidades productivas a las que se refiera
por un mínimo de tres años. El incumplimiento de este compromiso dará lugar a que cualquier
afectado pueda reclamar al adquirente la indemnización de los daños y perjuicios causados»
(artículo 224 bis.1 TRLC). Es más, dicha propuesta puede ser presentada por «personas traba-
jadoras interesadas en la sucesión de la empresa mediante la constitución de sociedad coope-
rativa, laboral o participada» (artículo 224.bis.3 TRLC). Esta última deberá tener prioridad, en
caso de presentación de varias ofertas, «siempre que ello atienda al interés del concurso, con-
siderando en el mismo la continuidad de la empresa, la unidad productiva y los puestos de tra-
bajo, entre otros criterios» (artículo 224.bis.6 TRLC). 

Mas, si la subrogación debe efectuarse conforme a la legislación laboral y de Seguridad So-
cial, ese plazo de tres años no resulta adecuado por cuanto aquélla dispone la estabilidad de la
relación laboral. Por otro lado, si los trabajadores pueden adquirir la unidad productiva en con-
curso, la norma no está pensando en aquellos trabajadores susceptibles de subrogación sino
en todos, que son las que resultan susceptibles de subrogación. A diferencia del planteamiento
general que se viene defendiendo con la reforma del año 2022, no parece admitir aquí la norma
que existan trabajadores «interesados» en la continuidad de la empresa que puedan quedarse
fuera de la subrogación al producirse una «selección» de trabajadores como consecuencia de
la transmisión. Bien al contrario, sólo aquellos que no estén interesados quedarán fuera de la
operación de transmisión, pero por propia voluntad no porque la transmisión «expulse» a estos
trabajadores de su continuidad laboral. Y, por último, el juez del concurso deberá tener en cuenta
una serie de criterios al dotar esta oferta de prioridad tales como como la continuidad de la em-
presa o unidad productiva y el mantenimiento de los puestos de trabajo, por lo que cualquier hi-
pótesis o interpretación que contemple la reducción de los mismos resultará contraria a la
finalidad de la misma. 

4. En principio, estas conclusiones deberían ser aplicables a la microempresa que inicia un
procedimiento de liquidación con transmisión plena o de unidad productiva. Esa es la voluntad
del legislador cuando, a diferencia de otros apartados de este procedimiento especial para mi-
croempresa, ya en el seno de la continuidad, ya en el de la liquidación, dispone de normas pro-
pias y autónomas, distintas a las del concurso o del preconcurso. Pero aquí ha querido que
conste una expresa remisión a las reglas del Libro Primero y eso obliga a este análisis a reiterar
la reflexión expuesta, manifestada en anteriores estudios15.

Sin embargo, y para concluir, conviene añadir algunas referencias que impiden efectuar esta
traslación «mimética» del concurso a la liquidación de la microempresa, en ambos casos con
transmisión de la empresa o de unidad productiva. De alguna manera, porque aquí, en el caso
de la microempresa, la alusión a la exoneración de la deuda, a la intervención decisiva de los
representantes de los trabajadores —que sólo serán «oídos», en su caso, en este procedimiento
previsto para la microempresa sin tener otro tipo de intervención—, a la fijación de un «períme-
tro» de la unidad productiva, incluso a la propia unidad productiva, parece un tanto forzada. Re-
sultaría inverosímil circunscribir un perímetro en empresas tan pequeñas o aludir a los
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15 Un mayor desarrollo en LÓPEZ CUMBRE, L., «Ley concursal y Ley procesal social: interferencias y propuestas
de (contra) reforma», Revista de Trabajo y Seguridad Social CEF, núm.474, 2023, pp. 85-117.
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representantes de los trabajadores en empresas que no están obligadas a tenerlos. Y no parece
que se esté intentando exonerar la deuda cuando, en estas circunstancias, se potencia el man-
tenimiento del empleo y la «cesión de los créditos» a terceros «salvo que los créditos se trans-
mitan como parte de la empresa en funcionamiento», ex artículo 711 TRLC, que es lo que
precisamente ocurre cuando se produce una subrogación laboral. Y, quizá, se entienda mejor
la reflexión efectuada en este análisis con el verso de Claudio Rodríguez, «Después de tantos
días sin camino y sin casa/y sin dolor siquiera y las campanas solas/y el viento oscuro como el
del recuerdo/llega el día de hoy» («Nuevo día», poema recogido en Casi una leyenda, Barce-
lona, Tusquets, 1991).
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